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DERECHO A LA SALUD / MULTIAFILIACION /AFILIADO A RÉGIMEN ESPECIAL DE SALUD DE LAS FUERZAS MILITARES Y A EPS MEDIMAS / ATENCIÓN MÉDICA NO CORRESPONDE A EPS / SOLICITUD DE EXAMEN DEBIÓ HACERSE ANTE SANIDAD DE FUERZA AÉREA / IMPROCEDENTE. - Surge entonces allí la controversia, pues nos encontramos ante la necesidad de establecer a quién le correspondería asumir la prestación de los servicios en salud del señor AQG, pues es evidente que no resulta viable la simultaneidad de afiliaciones en diversos regímenes de salud, pues para ello existe una prohibición de rango legal consagrada específicamente en el artículo 29 del Decreto 2353 de 2015.

(…)

De acuerdo a lo anterior, resulta claro en primer lugar que la encargada de prestar los servicios en salud del señor AQG es el Área de Sanidad de la Fuerza Aérea Colombiana, dado que su vinculación con esa Institución aún no se ha terminado al no encontrarse definida todavía su situación militar, por lo que de conformidad con la prohibición de multiafiliación que se señaló en párrafos anteriores, resulta a todas luces inviable que la EPS Medimás le preste los servicios que él reclama.  

Así mismo, encuentra esta Colegiatura que tampoco hay lugar a proferir órdenes en contra del Área de Sanidad de la Fuerza Aérea de Colombia, dado que de acuerdo al soporte probatorio allegado por el actor, evidentemente todo el trámite lo ha venido adelantando ante la entidad equivocada, pues no pudo comprobarse que en momento alguno hubiera instaurado alguna solicitud ante la Institución Militar.
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ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por AQG, accionante dentro del presente asunto, contra la decisión proferida por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, mediante la cual negó la solicitud de amparo constitucional invocada en contra de la DIRECCIÓN DE SANIDAD DE LA FUERA AÉREA COLOMBIANA y la EPS MEDIMÁS. 
ANTECEDENTES:

Manifestó el accionante que el día 9 de diciembre de 2015 ingresó a la Fuerza Aérea Colombiana como soldado regular, desempeñando su servicio militar en la Base Aérea de Combate No. 6. 

Refirió que durante su permanencia en dicha Institución Militar empezó a presentar una inflamación en los testículos, y fue diagnosticado con “Edema Escrotal”, por lo que su médico tratante le ordenó la realización de un examen denominado “Ultrasonografía Testicular con Análisis Doppler”, sin embargo nunca se lo hicieron, y finalmente le “dieron de baja”.
Más adelante, en el ejercicio de su vida como civil acudió a la EPS Cafesalud, hoy Medimás, en donde le ordenaron nuevamente la realización del aludido examen médico, sin embargo, no se la autorizaron porque aún se encuentra afiliado a Sanidad Militar. 

Es así como desde el 8 de julio de 2017 ha venido tratando de conseguir la respectiva autorización por parte de ambas entidades, pero Medimás por su parte alude que debe acudir a Sanidad Militar, y en esta última le dicen que no tienen convenio, por lo que no ha sido posible entonces que le realicen la valoración que necesita. 
PRETENSIONES:

Con base en los hechos anteriormente relacionados, solicitó el accionante que se le amparen sus derechos fundamentales a la salud, vida digna e integridad personal, y en consecuencia, se le ordene a la EPS Medimás o a Sanidad Militar que en un término que no supere las 48 horas se le autorice la realización del examen denominado “Ultrasonografía Testicular con Análisis Doppler”.  
TRÁMITE DE PRIMERA INSTANCIA:

El Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira avocó el conocimiento de la actuación y ordenó correr traslado del escrito de tutela y sus anexos a la Dirección de Sanidad de la Fuerza Aérea Colombiana, así como al Director Departamental y el Coordinador Médico de Medimás EPS.
Finalmente, al efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, decidió negar la tutela de los derechos fundamentales reclamados por el señor Quintero García, toda vez que del análisis de la información obrante en el expediente, concluyó el A Quo que la EPS Medimás expidió la orden de servicio No. 184346956 para consulta por la especialidad de Urología, y con ello entonces se puede inferir que para los servicios requeridos el accionante ya cuenta con las respectivas autorizaciones, además puntualizó el cognoscente que no quedó evidenciado cuáles fueron los trámites adelantados por el accionante para la consecución de la cita tendiente a la realización del procedimiento.  
FUNDAMENTO DE LA IMPUGNACIÓN:

Una vez conoció la sentencia de primera instancia, el señor AQGpresentó un memorial mediante el cual manifestó su inconformidad con la decisión. En esta oportunidad puso en conocimiento que la negativa de la EPS Medimás para la realización del examen médico que requiere tiene como fundamento la figura de la multiafiliación, al indicarle que él hace parte del régimen de excepción de las Fuerzas Militares de Colombia y que por esa razón no le pueden prestar el servicio. 
Bajo los anteriores argumentos solicitó que se acceda a las peticiones planteadas en su escrito inicial. 

CONSIDERACIONES DE LA SALA:

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000, por tratarse del superio jerárquico del Juzgado que profirió el fallo de primera instancia. 

En el presente asunto le corresponde a la Sala determinar si como afirma el recurrente, las entidades accionadas han desconocido sus derechos fundamentales, de manera que deba revocarse la decisión de primer grado, o si contrariamente dicha sentencia resulta acertada conforme a las pruebas arrimadas al expediente.  

El amparo previsto en el artículo 86 Superior como mecanismo procesal, específico y directo, tiene por objeto la eficaz, concreta e inmediata protección de los derechos constitucionales fundamentales en una determinada situación jurídica, cuando éstos sean violados o se presente amenaza de conculcación.

Es pertinente recordar que la acción constitucional tiene un propósito claro, que no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen
; consiste en una decisión de inmediato cumplimiento, para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce.  
En nuestro ordenamiento jurídico el derecho a la salud y la seguridad social están consagrados en el artículo 49 constitucional, conforme al cual “La atención de la salud y el saneamiento ambiental son servicios públicos a cargo del Estado. Se garantiza a todas las personas el acceso a los servicios de promoción, protección y recuperación de la salud.”; bajo ese entendido, todos los habitantes del territorio nacional tienen derecho a contar con atención en salud a través de cualquiera de los regímenes de seguridad social vigentes en nuestro país, subsidiado o contributivo, y para el caso de los soldados y policías, y sus beneficiarios, a través del régimen especial de las fuerzas armadas, ello como una materialización del derecho a la igualdad consagrado en el artículo 13 de la Constitución. 
El asunto puesto en consideración de esta Colegiatura gira en torno a establecer si es o no viable, ordenar a través de este mecanismo constitucional a la autoridad que corresponda, la práctica del procedimiento médico denominado “Ultrasonografía Testicular con Análisis Doppler” que le prescribió al libelista un médico adscrito a la extinta EPS Cafesalud, hoy Medimás, con ocasión de la patología que padece, y que se refleja en su historia clínica diagnosticada como “várices escrotales” (Fl. 10); ello, por cuanto según afirma el accionante, no ha sido posible lograr su autorización por medio de la empresa promotora de salud a la cual se encuentra afiliado. 

Respecto de la anterior solicitud, debe decirse que si bien el Juez de primer grado para su decisión usó como fundamento en contra las órdenes y autorizaciones médicas que el mismo accionante aportó en su escrito, ello para aseverar que no hay lugar a la concesión de las pretensiones reclamadas por no observarse una vulneración de los derechos fundamentales invocados, lo cierto del caso es que con el escrito de impugnación allegó el señor AQGun documento por medio del cual deja entrever que efectivamente la EPS Medimás se ha negado a continuar prestándole los servicios de salud tal y como lo venía haciendo, ello bajo el argumento de que en su caso se había presentado el fenómeno de la multiafiliación, pues se constató por parte de esa EPS que el señor AQGse encontraba a su vez afiliado al régimen especial de salud de las fuerzas armadas.    

Surge entonces allí la controversia, pues nos encontramos ante la necesidad de establecer a quién le correspondería asumir la prestación de los servicios en salud del señor AQG, pues es evidente que no resulta viable la simultaneidad de afiliaciones en diversos regímenes de salud, pues para ello existe una prohibición de rango legal consagrada específicamente en el artículo 29 del Decreto 2353 de 2015, así: 

“Artículo 29. Afiliaciones múltiples. En el Sistema General de Seguridad Social en Salud ninguna persona podrá estar afiliada simultáneamente en el régimen contributivo y subsidiado ni estar inscrita en más de una EPS o EOC ni ostentar simultáneamente las calidades de cotizante y beneficiario, cotizante y afiliado adicional o beneficiario y afiliado adicional, afiliado al régimen subsidiado y cotizante, afiliado al régimen subsidiado y beneficiario o afiliado al régimen subsidiado y afiliado adicional. Tampoco podrá estar afiliado simultáneamente al Sistema General de Seguridad Social en Salud y a un régimen exceptuado o especial.”

Sea lo primero decir que a pesar del silencio que guardaron las accionadas en el trámite de primer nivel, esta Corporación requirió en sede de segunda instancia a las dos entidades involucradas para que aclararan en cuál de las dos se encuentra afiliado el aquí accionante. 

Por una parte se debe mencionar que para dilucidar el asunto se consultó en la página de consulta web de la Administradora de los Recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud –ADRES-, lográndose constatar que el señor AQGse figura como “desafiliado” de la EPS Cafesalud desde el 1º de mayo de 2017.

Aunado a lo anterior, se recibió respuesta suscrita por la Jefe de la Sección Jurídica de la Dirección de Sanidad de la Fuerza Aérea Colombiana, quien expuso que el accionante se encuentra activo de manera provisional en la base de datos del subsistema se salud de las Fuerzas Militares hasta tanto se defina su situación por Sanidad. Además, aseguró que el accionante debe acercarse a reclamar la autorización para el examen ordenado por la especialidad de urología para poder definir su situación militar de manera definitiva, momento en el cual cesaría su vinculación con ese régimen especial de salud. 

De acuerdo a lo anterior, resulta claro en primer lugar que la encargada de prestar los servicios en salud del señor Augusto AQGes el Área de Sanidad de la Fuerza Aérea Colombiana, dado que su vinculación con esa Institución aún no se ha terminado al no encontrarse definida todavía su situación militar, por lo que de conformidad con la prohibición de multiafiliación que se señaló en párrafos anteriores, resulta a todas luces inviable que la EPS Medimás le preste los servicios que él reclama.  
Así mismo, encuentra esta Colegiatura que tampoco hay lugar a proferir órdenes en contra del Área de Sanidad de la Fuerza Aérea de Colombia, dado que de acuerdo al soporte probatorio allegado por el actor, evidentemente todo el trámite lo ha venido adelantando ante la entidad equivocada, pues no pudo comprobarse que en momento alguno hubiera instaurado alguna solicitud ante la Institución Militar. 
Visto lo anterior, es evidente que este Juez constitucional no tiene a su alcance ninguna prueba o fundamento que deje entrever la vulneración que supuestamente han generado las accionadas a los derechos fundamentales del señor AQG, y bajo esa perspectiva, la presente acción constitucional resulta improcedente, toda vez que lo que debe hacer el accionante es acudir para solicitar la prestación de los servicios en salud a la Dirección de Sanidad de la Fuerza Aérea. En situaciones como la ahora presentada, ha reiterado la Corte Constitucional: 
“(…) En el mismo sentido lo han expresado sentencias como la SU-975 de 2003[18] o la T-883 de 2008[19], al afirmar que “partiendo de una interpretación sistemática, tanto de la Constitución, como de los artículos 5º y 6º del [Decreto 2591 de 1991], se deduce que la acción u omisión cometida por los particulares o por la autoridad pública que vulnere o amenace los derechos fundamentales es un requisito lógico-jurídico para la procedencia de la acción tuitiva de derechos fundamentales (...) En suma, para que la acción de tutela sea procedente requiere como presupuesto necesario de orden lógico-jurídico, que las acciones u omisiones que amenacen o vulneren los derechos fundamentales existan (…)”[20], ya que “sin la existencia de un acto concreto de vulneración a un derecho fundamental no hay conducta específica activa u omisiva de la cual proteger al interesado (…)”[21].   
 

Y lo anterior resulta así, ya que si se permite que las personas acudan al mecanismo de amparo constitucional sobre la base de acciones u omisiones inexistentes, presuntas o hipotéticas, y que por tanto no se hayan concretado en el mundo material y jurídico, “ello resultaría violatorio del debido proceso de los sujetos pasivos de la acción, atentaría contra el principio de la seguridad jurídica y, en ciertos eventos, podría constituir un indebido ejercicio de la tutela, ya que se permitiría que el peticionario pretermitiera los trámites y procedimientos que señala el ordenamiento jurídico como los adecuados para la obtención de determinados objetivos específicos, para acudir directamente al mecanismo de amparo constitucional en procura de sus derechos”[22]. 

Así pues, cuando el juez constitucional no encuentre ninguna conducta atribuible al accionado respecto de la cual se pueda determinar la presunta amenaza o violación de un derecho fundamental, debe declarar la improcedencia de la acción de tutela.”

Son suficientes los argumentos expuestos, para decir que no existe conducta alguna vulneratoria de los derechos fundamentales invocados por el accionante, por tanto la presente acción constitucional resulta improcedente, de acuerdo a todo lo explicado en precedencia. 
No obstante lo anterior, considera pertinente esta Magistratura exhortar a la Dirección de Sanidad de la Fuerza Aérea Colombiana para que en caso de que el señor AQGse acerque a esa Institución a solicitar la atención médica que dice requerir, la misma se le brinde de forma oportuna y eficiente.  
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad conferida en la ley,

RESUELVE:
PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia de tutela proferida por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, dentro de la acción de tutela promovida por el señor AQG, de acuerdo a las razones explicadas en la parte motiva de la presente decisión. 
SEGUNDO: EXHORTAR a la DIRECCIÓN DE SANIDAD DE LA FUERZA AÉREA COLOMBIANA para que en caso de que el señor AQGse acerque a esa Institución a solicitar la atención médica que dice requerir, la misma se le brinde de forma oportuna y eficiente.  
TERCERO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible y Remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Corte Constitucional, Sentencia T-01 de 1992.


� Corte Constitucional, sentencia T-130 de 2014, M.P. Dr. Luis Guillermo Guerrero Pérez. 
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